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Expediente: 60/2026 

 

ACUERDO 79/2026, de 24 de julio, del Tribunal Administrativo de Contratos 

Públicos de Navarra, por el que se resuelve la reclamación especial en materia de 

contratación pública interpuesta por ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS, S.A.U. 

frente al Acuerdo de la Junta de Gobierno del Ayuntamiento de Pamplona, de 11 de 

mayo de 2026, por el que se le excluye de la licitación y se adjudica a DORNIER, S.A. 

el “Contrato del servicio de estacionamiento regulado en la vía pública de Pamplona 

incluyendo el servicio de retirada de vehículos de la vía pública”. 

 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Con fecha 4 de julio de 2025, el Ayuntamiento de Pamplona 

publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea y en el Portal de Contratación de 

Navarra el anuncio de licitación del “Contrato del servicio de estacionamiento regulado 

en la vía pública de Pamplona incluyendo el servicio de retirada de vehículos de la vía 

pública”. 

 

A dicho procedimiento concurrieron las siguientes licitadoras: la UTE 

VALORIZA SERVICIOS MEDIOAMBIENTALES, S.A. – INDIGO PARK ESPAÑA, 

S.A.U.; DORNIER. S.A.; SETEX-APARKI, S.A.; y la UTE ESTACIONAMIENTOS 

Y SERVICIOS, S.A.U. (EYSA) – SOGESEL DESARROLLO Y GESTIÓN, S.L.  

 

SEGUNDO.- Con fecha 23 de octubre, la Mesa de Contratación abrió el sobre A 

“Documentación administrativa”, acordando el 29 de octubre la admisión de todas las 

licitadoras que concurrieron al procedimiento. 

 

 
 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CONTRATOS PÚBLICOS DE NAVARRA 

 

 

 
C/Iturrama 10, Oficina 7 
31007 PAMPLONA 
Tfnos. 848 42 19 64 – 848 42 15 02 
E-mail: tribunal.contratos@navarra.es 



 2 

A continuación, se abrió el sobre B “Documentación técnica”, encomendándose 

al vocal técnico integrante de la Mesa el análisis y valoración de las propuestas 

presentadas. 

 

El 18 de febrero de 2026 la Mesa de Contratación aprobó el informe técnico 

emitido y atribuyó las puntuaciones correspondientes a las ofertas. 

 

El 25 de febrero se procedió a la apertura del sobre C “Ofertas cuantificables 

mediante fórmulas”, advirtiéndose que la oferta económica presentada por la UTE 

EYSA-SOGESEL debía ser considerada como anormalmente baja, al rebajar en más de 

un 20% el precio de licitación del contrato, por lo que la Mesa de Contratación acordó 

requerir a la citada UTE su justificación. 

 

El 15 de abril la Mesa de Contratación acordó rechazar la oferta presentada por 

dicha licitadora al no justificar satisfactoriamente el precio propuesto, conforme a los 

informes técnicos emitidos. Seguidamente, procedió a valorar las ofertas presentadas 

por las restantes empresas. 

 

A la vista de la puntuación obtenida por las mismas, acordó requerir a 

DORNIER, S.A. la aportación de la documentación exigible para ser propuesta como 

adjudicataria, al haber efectuado la oferta más ventajosa. 

 

Con fecha 29 de abril, la Mesa de Contratación propuso la adjudicación del 

contrato a favor de la citada empresa, y por Acuerdo de la Junta de Gobierno del 

Ayuntamiento de Pamplona, de 11 de mayo de 2026, se le adjudicó el mismo, 

acordándose, igualmente, “2.- Excluir de la licitación a ESTACIONAMIENTOS Y 

SERVICIOS S.A.U (EYSA) - SOGESEL DESARROLLO Y GESTIÓN S.L (SOGESEL) al 

no haber justificado con su oferta (considerada anormalmente baja), la viabilidad de la 

prestación del servicio (de conformidad con el artículo 98 de la Ley Foral de 

Contratos)”. 
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La notificación de dicho acuerdo a ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS, 

S.A.U. se produjo el mismo 11 de mayo. 

 

TERCERO.- Con fecha 21 de mayo, ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS, 

S.A.U. interpuso una reclamación especial en materia de contratación pública frente al 

citado acuerdo, formulando las siguientes alegaciones: 

 

1ª. Señala en primer lugar que, si su oferta no hubiera sido excluida por, 

supuestamente, no haber acreditado su viabilidad económica, la misma resultaría la 

mejor valorada, lo que acredita la legitimación que ostenta para la interposición de la 

presente reclamación. 

 

Igualmente, señala que la justificación de la viabilidad de su oferta dio pie a la 

emisión de dos informes, realizándose en el primero de ellos algunas afirmaciones que, 

a su entender, no motivan la exclusión de la oferta, sino todo lo contrario, siendo estas 

las que se indican. 

 

Manifiesta, por último, que de la lectura del citado informe se constata que los 

motivos por los que se ha excluido la oferta son, en primer lugar, por considerar 

insuficiente la partida del 2% de absentismo, considerando su redactor que debería ser 

del 8%, y, en segundo, porque no se consideran suficientemente justificados 

documentalmente los costes de mantenimiento ligados a la prestación del servicio, 

poniéndose de ejemplo el coste de mantenimiento de los expendedores. 

 

2ª. Señala que la conclusión del informe municipal, en el sentido de que “se 

resentirá la prestación del servicio (no alcanzando los estándares del pliego)” o “se 

producirán costes adicionales que conllevarían la prestación del mismo a un precio 

inferior a su coste”, alude a cuestiones de índole técnica relacionadas con la calidad de 

la prestación, que ya fueron objeto de valoración mediante la aplicación de los criterios 

de adjudicación sujetos a juicios de valor, o, bien, son apreciaciones subjetivas acerca 

de cómo un empresario debe asumir sus costes. 
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Alega, a este respecto, que el apartado 18 del pliego y el artículo 104 de la LFCP 

establecen el principio de riesgo y ventura, no realizándose si quiera una aproximación 

de a cuánto ascenderían las eventuales pérdidas a las que se hace referencia en el 

informe, a fin de discernir si las mismas podrían llegar a determinar el incumplimiento 

de la oferta. 

 

Manifiesta que la exclusión de una oferta del procedimiento de licitación debe 

conllevar una motivación reforzada, siendo así que, en el presente caso, “el juicio de 

valor emitido por el técnico municipal se ha limitado a una apreciación genérica en 

cuanto a los costes de mantenimiento (no detalla a cuáles se refiere) y a que el coste de 

mantenimiento de los expendedores y el porcentaje de absentismo incluidos en la oferta 

de UTE EYSA no coinciden o se ajustan a los considerados por el Órgano de 

Contratación (caso del coste de mantenimiento de expendedores) o al manifestado por 

el propio técnico municipal y que es cuatro veces superior al considerado por el 

Órgano de Contratación”. 

 

3ª. Señala que el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales 

conceptualiza los gastos de absentismo como una cuestión ajena a las condiciones de los 

trabajadores, por lo que un eventual incumplimiento respecto a los gastos considerados 

en tal concepto nunca podría ser considerado un incumplimiento de la normativa laboral 

o del convenio colectivo aplicable, porque es un coste incierto cuyo resultado no será 

conocido hasta la fase de ejecución del contrato. 

 

Alega, igualmente, que en su oferta consideró un 2% de costes de absentismo, 

siendo el mismo porcentaje que el considerado por el órgano de contratación para la 

determinación del presupuesto máximo de licitación, no pudiendo este apartarse de su 

propia hipótesis. 

 

Manifiesta que los pliegos de la presente licitación establecen la obligación de 

subrogar a todo el personal de la actual prestadora del servicio (171,36 trabajadores), 

pero la nueva adjudicataria podía ofertar un número mínimo de personal, siempre por 

encima de los 152 trabajadores, e ir amortizando gradualmente (máximo 5 puestos por 
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año). Dado que incluyó en su oferta el compromiso de tener un mínimo de 154,5 

trabajadores, la diferencia hasta alcanzar los 171,36 trabajadores objeto de subrogación 

o el número real de trabajadores dados de alta en ese ejercicio (amortización de puestos 

de trabajo gradual, tal y como se explicó en el escrito de justificación de la viabilidad de 

su oferta) puede destinarse a cubrir el absentismo, porque la primera causa de 

absentismo son las bajas por IT y, en el último inciso del apartado 9 del pliego de 

prescripciones técnicas ya se estableció que así podía hacerse, al disponer que “El 

exceso de personal respecto al personal subrogado se empleará en refuerzos de los 

servicios, cobertura de bajas por IT”. 

 

Igualmente, señala que, cuanto más larga sea la situación de IT de un trabajador, 

menores serán los costes asumidos por el empleador, y para un mayor porcentaje de 

absentismo servirá la misma cantidad considerada en la hipótesis. Así, considerar un 8% 

de los costes laborales para absentismo no equivale a “provisionar” una cantidad que 

servirá para atender un 8% de absentismo, porque los gastos del empleador no se 

duplican cuando un trabajador está en situación de IT. 

 

Concluye señalando, a este respecto, que si se diera un incremento de los costes 

de absentismo a los niveles considerados (sin base o cálculo alguno) por el informe de 

análisis de viabilidad, es decir, pasar en la práctica de unos costes del 2% del coste 

laboral total a un coste del 8%, cosa que no consideran posible, supondría incrementar 

los costes por absentismo ya considerados durante la vigencia del contrato de 

537.789,83 euros, en 1.613.369,49 euros, cantidad que, si bien no es en absoluto 

desdeñable, supondría unas hipotéticas pérdidas máximas posibles que en ningún caso 

harían inviable la ejecución del contrato, cuyos ingresos totales ascienden a 35.320.000 

euros durante toda su vigencia. 

 

4ª. Señala que en el informe de análisis de viabilidad se viene a afirmar que no 

se consideran suficientemente justificados con documentos los costes de mantenimiento 

de los elementos ligados a la prestación del servicio, pero, salvo el ejemplo del 

mantenimiento de los expendedores, no se especifica a qué otros costes de 
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mantenimiento se hace referencia, por lo que se ven obligados a realizar una revisión de 

los más importantes. 

 

Manifiesta que, con carácter general y de forma aplicable a todos los elementos 

materiales ligados a la prestación del servicio que son objeto de mantenimiento, cabe 

diferenciar lo que es el mantenimiento preventivo del mantenimiento correctivo, siendo 

así que el primero es fácilmente cuantificable porque responde a una actividad que está 

previamente planificada, mientras que el segundo es de difícil cuantificación, ya que es 

un coste incierto que sólo se conocerá en la ejecución del contrato y queda amparado 

por el principio de riesgo y ventura que asume el adjudicatario. 

 

Asimismo, señala que la diferencia entre el coste total de mantenimiento anual 

considerado por el órgano de contratación (529.156,54 euros) y el considerado en su 

oferta (218.580 euros) es de 310.576,54 euros anuales, cuando previó en su oferta una 

partida de gastos generales, beneficio industrial e imprevistos de 714.136,19 euros. 

 

Argumento que, a su entender, debería conllevar la estimación de este motivo de 

impugnación, no obstante, señala que ahonda a continuación en otras circunstancias que 

evidencian que las diferencias entre el coste de mantenimiento considerado por el 

órgano de contratación y la licitadora UTE EYSA-SOGESEL son aún menores. 

 

En primer lugar, respecto a los costes de mantenimiento de la señalización 

vertical, alega que el órgano de contratación consideró una cantidad anual de 13.377 

euros, tal y como consta en el Anexo 5 “Estimación del coste total del servicio” del 

pliego técnico, misma cantidad que consideró en su oferta, siendo así que, además, 

dicho coste tan sólo representa un 2,52% del total de los costes de mantenimiento 

considerados por aquel. 

 

 Respecto a los costes de mantenimiento de la señalización horizontal, señala 

que, junto al escrito de justificación de la viabilidad de su oferta, aportó un presupuesto 

emitido por Reformas y Pinturas Fercal, S.L. para el mantenimiento de las 34.410 

plazas que contempla el pliego, por importe de 82.584,57 euros anuales, por lo que ha 
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estimado el coste de repintar todas las plazas de estacionamiento existentes en el 

municipio para todos los años de ejecución del contrato y, además, lo ha justificado 

documentalmente. 

 

En relación con el mantenimiento preventivo y correctivo de los vehículos 

adscritos a la ejecución del contrato, salvo los vehículos grúa a los que se hará 

referencia más adelante, señala que presentó ofertas de alquiler en renting por cada uno 

de los distintos modelos de vehículos, que incluyen el mantenimiento íntegro de los 

mismos e, incluso, su vehículo de sustitución, por lo que tampoco puede afirmarse que 

no haya justificado documentalmente dicho mantenimiento. 

 

Por lo que se refiere a los costes de mantenimiento preventivo y correctivo de las 

aplicaciones informáticas + varios, señala que el órgano de contratación consideró una 

cantidad anual de 22.638 euros, mientras que la licitadora UTE EYSA-SOGESEL 

consideró una cantidad de 23.184 euros, por lo que, siendo superior, no es necesario 

justificar documentalmente dicho coste que, además, representa tan sólo un 4,27% del 

total de los costes de mantenimiento considerados por el órgano de contratación. 

 

Señala que en su oferta incluyó un importe de 72.500 euros para la adquisición 

de cada uno de los 4 vehículos grúa de nueva adquisición que exige el pliego (290.000 

euros en total), y que, respecto al mantenimiento de los 6 vehículos grúa que se 

requieren para la prestación del servicio, consideró un coste anual de 4.500 euros por 

cada uno (27.000 euros/año), siendo así que la diferencia entre el coste de 

mantenimiento considerado por el órgano de contratación y la licitadora UTE EYSA-

SOGESEL está justificado por los siguientes motivos: los 4 vehículos grúa nuevos 

tienen un año de garantía, lo que reduciría el coste de mantenimiento correctivo de 

dichos vehículos a 0 euros durante el primer año de ejecución del contrato; el coste de 

mantenimiento correctivo de los vehículos es un coste incierto que variará en función de 

la efectividad del mantenimiento preventivo realizado y de circunstancias fortuitas; y, 

en cualquier caso, como ya se ha expuesto, previó en su oferta una partida de gastos 

generales, beneficio industrial e imprevistos de 714.136,19 euros. 
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Respecto al mantenimiento de las baterías de los expendedores, señala que el 

órgano de contratación consideró una partida específica para su mantenimiento por 

importe de 13.377 euros anuales, mismo coste que el considerado en su oferta. 

 

En relación a los costes de mantenimiento de los expendedores, señala que, 

conforme a lo dispuesto en el pliego técnico, existen actualmente 900 parquímetros, 

debiendo quedar 450 en la vía pública (con una actualización íntegra del sistema) y 50 

(también con actualización íntegra del sistema) en reserva, almacenados para su 

utilización. 

 

Señala, a este respecto, que entre las inversiones consideradas en la oferta de la 

UTE EYSA SOGESEL no se incluyó la actualización íntegra del sistema de 500 

expendedores, sino de 525 expendedores, con lo que se reducirán los costes de 

mantenimiento correctivo, pues cuando haya que sustituir alguna pieza del sistema de 

actualización se utilizarán las piezas de esos 25 expendedores. Asimismo, señala que la 

inversión en piezas del sistema de actualización de los expendedores (5,55%) representa 

más de una cuarta parte de los costes de mantenimiento considerados por el técnico 

municipal para toda la duración del contrato.  

 

Igualmente, señala que su suministrador del sistema de actualización a 

incorporar a los 525 expendedores incluye un año de garantía en cuanto a su 

funcionamiento, lo que representa aproximadamente otra cuarta parte de los costes de 

mantenimiento considerados por el técnico municipal para toda la duración del contrato.  

 

Alega, también, que incluyó en su oferta el coste de suscribir anualmente un 

seguro que cubre los daños causados a los expendedores por actos vandálicos y 

accidentes, por lo que no asumiría coste alguno por los mantenimientos 

correspondientes a cualquier tipo de acto vandálico. 

 

Manifiesta que, además, los costes de mano de obra de las labores de 

mantenimiento de los expendedores ya están contemplados dentro de los costes 

laborales de la oferta. 
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Señala que otro dato importante a tener en consideración en relación al coste de 

mantenimiento de los expendedores es el exponencial incremento en el uso de las 

aplicaciones de pago por móvil, siendo prueba de ello que, en esta misma licitación, el 

órgano de contratación ha decidido pasar de los 900 expendedores actuales a 450 

expendedores en la vía pública, siendo así que la eliminación de la mitad de los 

expendedores no hará que se doble el uso de los expendedores que sí quedarán en la vía 

pública, sino que provocará un exponencial incremento del uso de la aplicación de pago 

por móvil. 

 

Añade que también incluyó en su oferta una partida específica anual de 27.000 

euros para el mantenimiento de los expendedores. 

 

Igualmente, alega que la experiencia de los técnicos municipales del 

Ayuntamiento de Pamplona no es sino la de la actual prestadora del servicio, siendo así 

que el coste de mantenimiento medio de los expendedores de FLOWBIRD es de 27,38 

euros, como se acredita mediante el certificado aportado como documento 10, por lo 

que el coste de mantenimiento de 60 euros previsto en su oferta supone incluso triplicar 

dicho coste. 

 

Señala, por último, que no es comprensible que, por una desviación eventual y 

teórica respecto del presupuesto considerado de apenas 310.576,54 euros anuales, es 

decir, unos 930.000 euros en todo el periodo del contrato, pueda cabalmente 

considerarse la oferta como inviable, cuando el precio total del contrato asciende a más 

de 35.320.000 euros. 

 

Solicita, atendiendo a lo expuesto, la anulación del acto impugnado y la 

retroacción del procedimiento al momento anterior a la exclusión de su oferta para que 

el procedimiento de licitación continúe su curso. Señala, igualmente, que deberá 

acordarse la suspensión automática del acto impugnado. 
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CUARTO.- Con fecha 21 de mayo, se requirió al órgano de contratación la 

aportación del correspondiente expediente, así como, en su caso, de las alegaciones que 

estimase convenientes, en cumplimiento del artículo 126.4 de la LFCP. 

 

Transcurrido el plazo de dos días hábiles legalmente previsto, se reiteró la 

solicitud con fecha 26 de mayo, advirtiéndose de que el plazo de resolución de la 

reclamación quedaba en suspenso hasta la aportación completa del expediente durante 

un plazo máximo de cinco días naturales contados desde el mismo día de la notificación 

del requerimiento, así como que, transcurrido dicho plazo sin que se hubiera aportado 

aquel, se continuaría con la tramitación de la reclamación, y que las alegaciones que 

pudieran formularse extemporáneamente no serían tenidas en cuenta para la adopción 

del acuerdo correspondiente. 

  

Finalmente, el 29 de mayo el órgano de contratación aportó el expediente, así 

como un escrito de alegaciones en el que solicita la desestimación de la reclamación 

interpuesta con base en las siguientes consideraciones: 

 

1ª. Señala, en primer lugar, que no puede afirmarse que la oferta de la 

reclamante hubiera sido la más valorada en caso de no haber sido excluida, ya que su 

oferta del sobre C no llegó a valorarse. 

 

Asimismo, señala que la exclusión de la oferta no se sustenta en cuestiones de 

índole técnica, sino en la falta de justificación de su viabilidad económica, sin que el 

informe técnico realice ningún tipo de análisis o valoración de los aspectos técnicos 

contenidos en el sobre B. 

 

Manifiesta que la UTE EYSA-SOGESEL interpuso una reclamación especial en 

materia de contratación pública frente al pliego del contrato, que fue desestimada por el 

Acuerdo 75/2025, de 23 de septiembre, alegando la “errónea determinación del valor 

estimado del contrato y del precio de licitación. Déficit en los costes laborales y en las 

inversiones consideradas”, resultando incomprensible que haya presentado con 

posterioridad una oferta anormalmente baja. 
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Señala que el servicio que se licita es muy intensivo en mano de obra, superando 

el 70% de los costes directos previstos en el precio de licitación. Igualmente, argumenta 

que la referencia a que la prestación del servicio podría resentirse constituye una 

conclusión propia del análisis de viabilidad: si partidas esenciales como el absentismo o 

el mantenimiento de elementos nucleares del servicio se encuentran infradotadas o 

insuficientemente justificadas, el riesgo no es meramente contable, sino operativo, 

siendo esa conexión entre costes y prestación regular del servicio la que justifica, 

precisamente, el trámite previsto en el artículo 98 de la LFCP. 

 

Alega que la motivación de la exclusión es suficiente, concreta y vinculada a 

partidas esenciales de la oferta, siendo así que la propia reclamación identifica con 

claridad los motivos técnicos de la exclusión. Señala que, por lo tanto, no nos 

encontramos ante una motivación aparente o estereotipada, así como que el acuerdo 

impugnado se integra con los informes técnicos emitidos, que fueron asumidos por la 

Mesa de Contratación, y a los que la reclamante ha tenido acceso, por lo que no se ha 

producido indefensión. 

 

2ª. Señala que, conforme a la doctrina de este Tribunal, la Mesa de Contratación 

requirió a la UTE la justificación de su oferta incursa en presunción de anormalidad, 

haciendo constar en el requerimiento lo que se indica, el cual fue objeto de contestación, 

dando lugar a la emisión de dos informes que dieron respuesta con rigor y conocimiento 

al intento de justificación de la baja anormal, resultando de aplicación el principio de 

discrecionalidad técnica de la Administración. 

 

3ª. Señala que la reclamante sostiene que aplicó una partida de absentismo 

equivalente al 2% de los costes laborales totales, y que dicho porcentaje coincidiría con 

el considerado por el órgano de contratación al determinar el presupuesto de licitación, 

ante lo cual alega que una cosa es que el órgano de contratación utilice determinadas 

estimaciones para fijar el presupuesto máximo del contrato y otra distinta que un 

licitador cuya oferta se encuentra incursa en presunción de anormalidad pueda limitarse 

a reproducir una hipótesis aislada para tener por justificada su viabilidad. 
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Manifiesta que en el trámite del artículo 98 de la LFCP, la carga de justificación 

corresponde al licitador, por ello, la UTE EYSA-SOGESEL debía explicar de forma 

suficiente por qué, con su concreta estructura de costes, su organización de medios 

personales, su sistema de turnos, sus previsiones de sustitución y su precio global, una 

partida del 2% resultaba adecuada para garantizar la prestación regular del servicio. 

 

Alega que la argumentación de la recurrente obvia que, al calcular el citado 

presupuesto máximo de licitación, había un listado de personal a subrogar en el que se 

incluía personal de sustitución. Así, como ya se explicitó en el informe de análisis de la 

justificación de la oferta, “En la cuantificación incluida en pliego, ese personal para 

sustituciones estaba contemplado en dos puntos: Por un lado, en la cuantificación del 

personal a subrogar (parte del cual realizaba sustituciones), y por otro, con un 2% 

adicional de absentismo, para mayor aseguramiento de dichas sustituciones”, y por ello 

se concluía que “la oferta, al eliminar todo el personal con contratos de estos tipos 

(402, 410 y 510) y mantener únicamente ese mismo 2% de absentismo queda 

manifiestamente insuficiente”. 

 

Señala que, en contratos intensivos en personal, el absentismo no es un coste 

accesorio, sino que afecta directamente a la continuidad del servicio, a la cobertura de 

turnos, a la atención a la ciudadanía, a la retirada de vehículos y al cumplimiento de los 

estándares del pliego. Manifiesta que el pliego técnico exige que el adjudicatario cuente 

con personal suficiente para ejecutar las labores del contrato “teniendo en cuenta 

absentismo y cubrir vacaciones y otros permisos”, y fija un personal mínimo de 152 

trabajadores. Alega, a este respecto, que una infradotación en esta partida puede 

traducirse en la imposibilidad de mantener los efectivos requeridos o en la necesidad de 

incurrir en costes adicionales no contemplados. 

 

Alega, igualmente, que el informe técnico no modifica el pliego ni altera sus 

previsiones, sino que simplemente concluye que, atendidas las circunstancias de la 

oferta y del servicio, la justificación aportada no acredita que el 2% sea suficiente, 

siendo la razón para ello que la oferta elimina el personal con determinados contratos de 
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sustitución y mantiene únicamente el mismo 2% de absentismo, lo que el informe 

considera manifiestamente insuficiente para afrontar las sustituciones necesarias y 

mantener los estándares del servicio, conclusión que entra plenamente dentro del juicio 

técnico que el artículo 98 de la LFCP atribuye al órgano de contratación. 

 

Concluye que no conviene olvidar que el absentismo supone un coste adicional, 

considerando, además, que el convenio laboral de aplicación obliga a completar la 

remuneración económica de los empleados con una cobertura del 100% de las 

percepciones salariales. 

 

4ª. Señala que la reclamante invoca el principio de riesgo y ventura para sostener 

que cualquier desviación en los costes de absentismo o mantenimiento quedaría 

asumida por el contratista, alegación que desnaturaliza la función del trámite de 

justificación de ofertas anormalmente bajas. 

 

Manifiesta que el riesgo y ventura opera en la fase de ejecución para asignar al 

contratista las consecuencias económicas de las contingencias ordinarias del contrato, 

pero no elimina el deber previo del órgano de contratación de comprobar, antes de la 

adjudicación, si una oferta anormalmente baja ha justificado satisfactoriamente sus 

precios y costes, de tal forma que aceptar la tesis de la reclamante implicaría vaciar de 

contenido el artículo 98 de la LFCP. 

 

5ª. Señala que la baja propuesta por la UTE EYSA-SOGESEL respecto al 

mantenimiento de los expendedores, elemento fundamental para la prestación del 

servicio, supone destinar 60 euros al año por expendedor, cuando el pliego contemplaba 

una previsión de 308,70 euros para este concepto, diferencia que no se justifica ni 

sustenta en documentación alguna, más allá de las certificaciones aportadas como 

documento 10, que no tienen rigor ni virtualidad de ninguna clase. 

 

Rechaza la afirmación de la reclamante respecto a que el técnico autor del 

informe relativo a la justificación del coste de mantenimiento de los expendedores 
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carece de experiencia y conocimientos suficientes para valorar tal cuestión, que no se 

sustenta en prueba de ninguna clase. 

 

Manifiesta que la justificación del enorme recorte destinado al mantenimiento de 

los expendedores pretende sustentarse en diversas cuestiones, que pasan a analizarse 

detalladamente: 

 

5.1 Señala que la UTE EYSA-SOGESEL ofertó la actualización íntegra del 

sistema de 525 expendedores, lo que supone 25 más que los contemplados en el pliego, 

lo que, a juicio del reclamante, se traduce en la posibilidad de utilizarlos para piezas 

destinadas al mantenimiento. Sin embargo, tal argumento no puede ser aceptado por 

cuanto el Ayuntamiento se reserva la utilización de esos parquímetros para el uso que 

decida a la vista de las nuevas necesidades que puedan surgir (ampliaciones, refuerzos 

en algunas zonas, etc.), lo que impide el despiece de los mismos, por cuanto es 

obligación del adjudicatario tener en perfecto estado de uso los aparatos. 

 

5.2 Alega que la garantía de un año se circunscribe únicamente, tal y como 

reconoce la propia reclamación, al funcionamiento del sistema de actualización a 

instalar, no al resto del aparato. 

 

Señala que el pliego exige expresamente reposición periódica de tiques, limpieza 

permanente, sustitución inmediata de piezas averiadas y stock suficiente para averías, y 

que el tiempo máximo fuera de servicio de un parquímetro por avería no sea superior a 

dos horas, cuestiones que no se encuentran amparadas por la garantía, ni por seguro 

alguno, no habiendo presentado el reclamante la póliza del mismo. 

 

5.3 Manifiesta que el reclamante alega que el incremento de los sistemas de 

pago por móvil debe traducirse en un menor uso de los expendedores y, con ello, en la 

necesidad de un menor mantenimiento, argumento que tampoco puede prosperar por 

cuanto el cálculo realizado por el órgano de contratación, en orden a la fijación de las 

cantidades destinadas a mantenimiento de los parquímetros, ya tomó en consideración 

los datos existentes en ese momento de pago a través de móvil (en torno al 75%), 
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porcentaje que será difícil de incrementar y que, en cualquier caso, de producirse, será 

de escasa incidencia, dado los referidos niveles de pago efectuados por telefonía móvil. 

 

Además, señala que, tal y como establece el pliego, se retiran 450 expendedores 

de la vía pública, lo que evidentemente se traducirá de forma automática en un mayor 

uso de los que se mantienen y, por ende, en un mayor desgaste y necesidad de 

mantenimiento. 

 

5.4 Señala que, según el reclamante, establecer en 308 euros los costes del 

mantenimiento anual de los expendedores Flowbird es desproporcionado, lo que 

pretende sustentar en el documento 10 aportado con el escrito de reclamación, que 

consiste en dos certificaciones del gerente de la UTE MSM MOVILIDAD LOTE 3 y 4, 

prestadora del servicio del estacionamiento regulado en la ciudad de Madrid, según el 

cual el coste medio del mantenimiento de los expendedores alcanza la cantidad de 27,38 

euros. 

 

Alega, a este respecto, que tal y como se acredita mediante el informe referente a 

las recomendaciones técnicas para el mantenimiento de los expendedores instalados en 

Pamplona, emitido por el fabricante de los expendedores, que se acompaña como 

documento 1, la cantidad es diametralmente opuesta, pues “considera aconsejable 

destinar anualmente una partida de mantenimiento equivalente a entre el 5% y el 10% 

del valor del equipo”, y en el caso de modelos antiguos o equipos cuyo valor de 

adquisición inicial haya quedado desactualizado “se recomienda tomar como referencia 

el valor de reposición equivalente del parquímetro, aplicando igualmente el citado 

porcentaje orientativo”, concluyendo que “el valor de reposición de un parquímetro 

urbano puede situarse habitualmente en un rango aproximado de entre 6.000 y 10.000 

€”. 

 

Por ello, según el fabricante de la totalidad de los parquímetros instalados en 

Pamplona y encargado de dar el oportuno soporte técnico y suministrar las piezas a 

sustituir, la cantidad aconsejable a destinar para el mantenimiento de los aparatos resulta 

muy superior a los 307 euros establecido en el pliego, y, por supuesto, incompatible con 
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los 27,38 euros a los que se refiere MADRID SUR MOVILIDAD LOTE III Y IV UTE, 

de la cual, por cierto, forma parte la empresa EYSA. 

 

QUINTO.- El 1 de junio se dio traslado de la reclamación a las demás personas 

interesadas al objeto de que alegasen lo que estimasen oportuno, conforme al artículo 

126.5 de la LFCP, habiendo formulado DORNIER, S.A. alegaciones a través del 

Registro General Electrónico del Gobierno de Navarra con fecha 4 de junio. 

 

Señala dicha mercantil que una parte sustancial de la reclamación se fundamenta 

en premisas que contradicen directamente el contenido del pliego, lo que determina su 

falta de consistencia jurídica. 

  

Asimismo, manifiesta que el pliego establece un estándar de ejecución muy 

exigente, lo que permite defender que una justificación económica insuficiente en 

absentismo y mantenimiento afecta directamente a la correcta ejecución del contrato. 

 

Alega, asimismo, que la tesis según la cual el principio de riesgo y ventura lo 

cubre todo, no neutraliza la potestad del órgano de contratación de excluir una oferta 

anormalmente baja cuando no queda debidamente justificada su viabilidad. 

 

Señala que la recurrente plantea cambios en plantilla, una reducción de efectivos 

e introduce nuevos servicios, lo que exige un mayor esfuerzo de sustitución, pero 

manteniendo el mismo nivel de absentismo, lo que resulta una incoherencia evidente 

con el pliego. 

 

Alega, también, que la reducción del coste de mantenimiento de los 

parquímetros no está justificada, y que la partida de 714.136,19 euros a la que alude no 

constituye un fondo específico destinado exclusivamente a la cobertura de incidencias, 

sino que debe soportar simultáneamente los gastos generales, el beneficio industrial y, 

adicionalmente, cualquier desviación de costes e imprevistos que se produzcan durante 

la ejecución del contrato. 
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Concluye señalando que no concurre falta de motivación y que lo que en 

realidad plantea el recurrente es una controversia sobre el juicio técnico y económico 

realizado por la Administración, sustituyéndolo por el suyo propio, por lo que solicita la 

desestimación de la reclamación interpuesta. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO.- Conforme a lo previsto en el artículo 4.1.c) de la LFCP, la misma 

se aplicará a los contratos públicos celebrados por las Entidades Locales de Navarra y, 

de acuerdo con el artículo 122.2 de la misma norma, son susceptibles de impugnación 

los actos de trámite o definitivos que excluyan a los licitadores o perjudiquen sus 

expectativas, así como los actos de adjudicación. 

 

SEGUNDO.-  La interposición de la reclamación se ha realizado en la forma y 

dentro del plazo legalmente previstos en los artículos 126.1 y 124.2.b) de la LFCP. 

 

TERCERO.- La reclamación ha sido interpuesta por persona legitimada al 

tratarse de un licitador que acredita un interés directo o legítimo, cumpliendo con ello el 

requisito establecido en los artículos 122.1 y 123.1 de la LFCP.  

 

CUARTO.- La reclamación se fundamenta en la infracción de las normas de 

publicidad, concurrencia y transparencia en la licitación o adjudicación del contrato y, 

en particular, de los criterios de adjudicación fijados y aplicados, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 124.3.c) de la LFCP. 

 

QUINTO.- La reclamación se interpone frente al acuerdo del órgano de 

contratación por el que se excluye la oferta formulada por el recurrente al no haber 

justificado su viabilidad económica conforme al artículo 98 de la LFCP, adjudicándose 

el contrato a DORNIER, S.A. 

 

Alega el reclamante defectos en la motivación de dicha exclusión, así como que 

los costes considerados respecto al absentismo y al mantenimiento, específicamente 
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respecto a los parquímetros, están justificados. Solicita, por ello, la anulación del acto 

impugnado y la retroacción del procedimiento al momento anterior a la exclusión de su 

oferta para que el procedimiento de licitación continúe su curso, señalando que deberá 

acordarse la suspensión automática del acto impugnado. 

 

Tanto el órgano de contratación como la empresa adjudicataria del contrato, 

DORNIER, S.A., han formulado alegaciones interesando la desestimación de la 

reclamación. No obstante, su presentación por este último se ha realizado a través del 

Registro General Electrónico del Gobierno de Navarra, debiendo recordarse que el 

procedimiento de reclamación especial en materia de contratación pública se tramita 

telemáticamente a través del Portal de Contratación de Navarra, de tal forma que 

cualesquiera escritos de alegaciones relacionados con el mismo deben presentarse por 

este medio. 

 

Por ello, y salvo que se acredite la imposibilidad de la presentación de tales 

alegaciones o de la reclamación misma a través del Portal de Contratación de Navarra, 

su presentación a través de otros medios alternativos debe conllevar su inadmisión. Así, 

tal y como sostuvo este Tribunal en su Acuerdo 48/2024, de 16 de agosto, la pretensión 

de la LFCP es “diseñar un procedimiento ágil de recurso frente a las decisiones de las 

entidades adjudicadoras de contratos públicos”, para lo que “el legislador navarro ha 

optado por emplear como instrumento la tramitación enteramente telemática del 

procedimiento a través del Portal de Contratación de Navarra, no como un derecho, 

sino como una obligación de los intervinientes en el mismo”, por lo que “no cabe 

admitir opciones sobre la forma de presentación, salvo cuando se acredite que ha 

existido un error técnico y, consecuentemente, la presentación por otro medio que no 

sea el cauce electrónico del Portal de Contratación de Navarra debe conllevar 

ineludiblemente la inadmisión, sin posibilidad alguna de subsanación”. 

 

De conformidad con lo expuesto, las alegaciones formuladas por DORNIER, 

S.A. deben inadmitirse sin que puedan ser tomadas en consideración, al no presentarse a 

través del Portal de Contratación de Navarra ni haberse acreditado la imposibilidad de 

dicha presentación.  
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SEXTO.- En relación con la petición de suspensión automática del 

procedimiento formulada por la reclamante cabe recordar que la LFCP, en la redacción 

dada por la Ley Foral 17/2021, de 21 de octubre, prevé la suspensión automática del 

acto recurrido por la mera interposición de la reclamación. Así, el artículo 124.4 dispone 

que “La impugnación de actos de trámite o de la adjudicación de un contrato, acuerdo 

marco o la impugnación de un encargo a un ente instrumental conllevará la suspensión 

automática del acto impugnado hasta el momento en que el Tribunal Administrativo de 

Contratos Públicos de Navarra adopte un Acuerdo sobre la reclamación presentada”. 

 

Por su parte, el artículo 125 del mismo cuerpo legal, en el que se regulan las 

medidas cautelares, señala en su apartado primero que “Los interesados en la licitación 

y adjudicación de un contrato público podrán solicitar del Tribunal Administrativo de 

Contratos Públicos de Navarra, en los plazos señalados en el artículo anterior, la 

adopción de medidas cautelares para corregir la infracción alegada o para impedir 

que se causen otros perjuicios a los intereses afectados, incluidas la suspensión del 

procedimiento o de cualquier decisión adoptada en el seno del mismo, siempre y 

cuando, en los citados casos, no se produzca la suspensión automática del acto 

impugnado prevista en el artículo 124.4 de esta ley foral”. 

 

El mismo precepto en su apartado tercero prevé que “El Tribunal Administrativo 

de Contratos Públicos de Navarra recabará de la entidad afectada el expediente 

administrativo o la documentación del contrato. El órgano de contratación dispondrá 

de dos días hábiles para presentarlo y para efectuar las alegaciones que considere 

oportunas. Transcurrido dicho plazo, se haya aportado o no la documentación 

requerida, el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra resolverá 

motivadamente, en el plazo de cinco días hábiles. Finalizado dicho plazo sin que se 

haya notificado la resolución expresa, se entenderá desestimada la solicitud, salvo que 

se haya solicitado la suspensión de un acto o del procedimiento de licitación, en cuyo 

caso la falta de notificación en plazo tendrá carácter estimatorio de la solicitud de 

suspensión.  
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Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de la suspensión 

automática de los actos de trámite, del acto de adjudicación, de un acuerdo marco o del 

encargo a un ente instrumental cuando se presente una reclamación especial en 

materia de contratación pública contra dichos actos”. 

 

Por lo tanto, con la interposición de la reclamación se produce la suspensión 

automática del acto impugnado y, con ella, la del propio procedimiento de contratación, 

sin que resulte necesario realizar un pronunciamiento expreso respecto a dicho efecto 

suspensivo. 

 

SÉPTIMO.- El contrato al que se refiere la reclamación interpuesta tiene por 

objeto, tal y como establece la cláusula A.3 de sus condiciones particulares, la gestión 

del servicio de estacionamiento regulado de vehículos en la vía pública de la ciudad de 

Pamplona, comprendiendo “el control y vigilancia en las zonas y sectores que 

constituyen el estacionamiento regulado, la señalización horizontal y vertical propias 

de dicho estacionamiento, la expedición de tarjetas de residentes y actividad, así como 

el mantenimiento de todo los materiales, vehículos y aplicaciones puestos al servicio 

del contrato”. Asimismo, “se incluye la gestión del servicio de retirada de vehículos de 

la vía pública, posterior custodia de los mismos, cobro de tasas y multas, notificación 

de denuncias a quienes acudan a retirar vehículos cuyo traslado genere cobro de tasa, 

emisora del servicio de grúa y colaboración con Policía Municipal y Protección Civil 

en otras labores que le sean requeridas”. 

 

El presupuesto de licitación de dicho contrato asciende a 45.288.643,80 euros, 

tal y como establece la cláusula C.1 del condicionado, siendo uno de sus criterios de 

adjudicación la oferta económica, disponiendo la cláusula L.3 que se considerarán 

ofertas anormalmente bajas las que supongan un “20% de baja sobre el precio de 

licitación”. 

 

Tal y como se acredita en el expediente de contratación, la UTE 

ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS, S.A.U. (EYSA) – SOGESEL 

DESARROLLO Y GESTIÓN, S.L. ofertó una rebaja del 22,01% del precio de 
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licitación, considerándose dicha oferta anormalmente baja por la Mesa de Contratación 

en su sesión de 25 de febrero, atendiendo a lo dispuesto en el pliego. 

 

Se requirió a dicho licitador, por lo tanto, que justificara la viabilidad de su 

oferta, indicándose expresamente sobre qué extremos debía versar dicha justificación, 

siendo estos, entre otros, los costes de las sustituciones por vacaciones, permisos y 

absentismo, de la adquisición, instalación, mantenimiento y reposición de los 

parquímetros, gastos generales y margen empresarial. 

 

Atendido dicho requerimiento, la Mesa de Contratación recabó el asesoramiento 

técnico preceptivo conforme al artículo 98.3 de la LFCP, emitiéndose un informe por la 

Oficina de Presupuestos y Estudios del Ayuntamiento de Pamplona y otro por el Área 

de Seguridad y Protección Civil de dicho Ayuntamiento, referido este último, de forma 

específica, a la justificación del coste de mantenimiento de los expendedores o 

parquímetros. 

 

Señala el acta de la Mesa de Contratación de 15 de abril, que “Analizados sendos 

informes y recibidas las oportunas explicaciones por parte de los autores de los 

mismos, todos los integrantes de la Mesa acuerdan aceptar ambos informes y hacerlos 

suyos, y en consecuencia, rechazar la oferta de la UTE EYSA-SOGESEL al no justificar 

satisfactoriamente el precio propuesto, la viabilidad de la prestación del servicio”. 

 

Exclusión de la oferta de la UTE EYSA-SOGESEL y posterior adjudicación del 

contrato a DORNIER, S.A., tras la valoración de las ofertas, que ha sido objeto de 

impugnación por ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS, S.A.U., integrante de la 

citada UTE. 

 

Alega la citada empresa, como se ha dicho, que el acuerdo recurrido carece de la 

debida motivación, así como que ha justificado suficientemente los costes de 

absentismo y mantenimiento, mientras que el órgano de contratación argumenta que los 

costes estimados para el absentismo son insuficientes, al suprimirse personal destinado 
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a sustituciones, así como que los costes de mantenimiento de los expendedores no se 

justifican en documento alguno, resultando también insuficientes. 

 

Resumidos los hechos más relevantes para la resolución de la reclamación, así 

como las posiciones de las partes, procede recordar lo dispuesto legalmente en relación 

con las ofertas anormalmente bajas, cuestión en relación con la cual el artículo 98 de la 

LFCP establece que “1. El pliego determinará, por referencia al precio de licitación o 

al resto de ofertas presentadas, las condiciones para considerar anormalmente baja 

una oferta atendiendo al objeto de la prestación y las condiciones del mercado. 

Cuando se presente una oferta anormalmente baja que haga presumir que no va 

a ser cumplida regularmente, antes de rechazar la oferta se comunicará dicha 

circunstancia a la persona afectada para que en el plazo de cinco días presente la 

justificación que considere oportuna. 

La petición de información que se dirija a la licitadora deberá formularse con 

claridad de manera que esté en condiciones de justificar plena y oportunamente la 

viabilidad de la oferta, especificando el parámetro en base al cual se haya definido la 

anormalidad de la oferta. 

 

2. La justificación de la oferta podrá referirse, entre otras cuestiones, a las 

siguientes: 

a) El ahorro que permite el procedimiento de fabricación de los productos, la 

prestación de servicios o el método de construcción. 

b) Las soluciones técnicas adoptadas o las condiciones excepcionalmente 

favorables de que dispone quien licita para suministrar los productos, prestar los 

servicios o ejecutar las obras. 

c) La originalidad de los suministros, servicios u obras propuestos por quien 

licita. 

d) El cumplimiento de las obligaciones aplicables en materia medioambiental, 

social o laboral establecidas en el Derecho de la Unión Europea, el Derecho nacional, 

los convenios colectivos o en las disposiciones de Derecho internacional 

medioambiental, social y laboral enumeradas en el anexo XIV de la Directiva 24/2014. 
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e) El cumplimiento por parte de los subcontratistas, de las obligaciones 

recogidas en el apartado anterior. 

f) La posible obtención de una ayuda estatal por parte quien licita. Si el órgano 

de contratación decide rechazar la oferta por considerar que la ayuda estatal es ilegal, 

deberá informar de ello a la Comisión de la Unión Europea. 

 

3. La mesa de contratación o, en su caso, la unidad gestora evaluará la 

información proporcionada por quien licita y solo podrá rechazar la oferta en caso de 

que los documentos aportados no justifiquen satisfactoriamente el precio o los costes 

propuestos. 

En el procedimiento deberá solicitarse el asesoramiento técnico de las personas 

cuyo conocimiento se considere apropiado para valorar los extremos contemplados en 

la justificación. 

 

4. En todo caso, se rechazarán las ofertas si se comprueba que son 

anormalmente bajas porque vulneran la normativa sobre subcontratación o no cumplen 

las obligaciones aplicables en materia medioambiental, social o laboral, nacional o 

internacional, incluyendo el incumplimiento de los convenios colectivos sectoriales 

vigentes, en aplicación de lo establecido en la presente ley foral.” 

 

Previsión legal que trae causa del Considerando 103 de la Directiva 2014/24/UE 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, conforme al cual “Las 

ofertas que resulten anormalmente bajas con relación a las obras, los suministros o los 

servicios podrían estar basadas en hipótesis o prácticas inadecuadas desde el punto de 

vista técnico, económico o jurídico. Cuando el licitador no pueda ofrecer una 

explicación suficiente, el poder adjudicador debe estar facultado para rechazar la 

oferta. El rechazo debe ser obligatorio en los casos en que el poder adjudicador haya 

comprobado que el precio y los costes anormalmente bajos propuestos resultan del 

incumplimiento del Derecho imperativo de la Unión o del Derecho nacional compatible 

con este en materia social, laboral o medioambiental o de disposiciones del Derecho 

laboral internacional”. Por su parte, el artículo 69.3 de la Directiva señala que “El 

poder adjudicador evaluará la información proporcionada, consultando al licitador. 
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Solo podrá rechazar la oferta, en caso de que los documentos aportados no expliquen, 

satisfactoriamente, el bajo nivel de los precios o costes propuestos, (…)”. 

 

Asimismo, procede recordar que, tal y como señalamos en el Acuerdo 54/2025, 

de 3 de julio, “la apreciación de que la oferta tiene valores anormales o 

desproporcionados no es un fin en sí misma, sino un indicio para establecer que la 

proposición no puede ser cumplida como consecuencia de ello, y que, por tanto, no 

debe hacerse la adjudicación a quien la hubiere presentado. Igualmente, que la 

apreciación de si es posible el cumplimiento de la proposición o no, debe ser 

consecuencia de una valoración de los diferentes elementos que concurren en la oferta 

y de las características de la propia empresa licitadora, no siendo posible su aplicación 

automática. Por ello, la apreciación de la anormalidad de una oferta requiere la previa 

tramitación de un procedimiento en el que se solicite el informe del servicio técnico 

correspondiente y se dé oportunidad al licitador identificado para que demuestre que 

su proposición puede ser cumplida; así, la STJUE de 27 de noviembre de 2001 (asuntos 

acumulados C-285/99 y C-286/99. ECLI:EU:C:2001:640) señala que la identificación 

de una oferta desproporcionada exige al poder adjudicador que solicite por escrito las 

“(…) precisiones sobre los concretos elementos de la oferta sospechosa de anomalía 

que le hayan hecho albergar dudas y valore después dicha oferta a la luz de las 

justificaciones facilitadas por el licitador afectado en respuesta a la referida petición, y 

que es necesario que (…) cada licitador sospechoso de haber presentado una oferta 

anormalmente baja disponga de la facultad de aportar todo tipo de justificaciones 

sobre los diferentes componentes de su oferta en un momento –que necesariamente ha 

de ser posterior a la apertura de todas las plicas– en el que tenga conocimiento no sólo 

del umbral de anomalía aplicable a la correspondiente licitación y del hecho de que su 

oferta haya perecido anormalmente baja, sino también de los puntos precisos que 

hayan suscitado las dudas de la entidad adjudicadora.” 

 

Disponiendo, igualmente, que “la apreciación de la viabilidad de las ofertas 

anormalmente bajas responde al concepto de discrecionalidad técnica que 

corresponde, en este caso, a la Mesa de Contratación o a la unidad gestora del 

contrato, si bien no constituye un ámbito exento o excluido del orden jurídico, sino que 
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se enmarca en éste, siendo competencia de este Tribunal analizar los aspectos formales 

de la valoración, tales como las normas de competencia o de procedimiento, que en la 

valoración no se hayan aplicado criterios de arbitrariedad o discriminación o que, 

finalmente, no se haya incurrido en error material al ejecutarla”. 

 

Expuesto lo cual, pasamos, a continuación, a dar respuesta a las alegaciones 

formuladas, observando para ello el orden seguido por el reclamante. 

 

Señala el reclamante, en primer lugar, que si su oferta no hubiera sido excluida 

por, supuestamente, no haber acreditado su viabilidad económica, la misma resultaría la 

mejor valorada, lo que acredita la legitimación que ostenta para la interposición de la 

presente reclamación, a lo que el órgano de contratación opone que no cabe realizar tal 

afirmación, puesto que la oferta del sobre C del reclamante no llegó a valorarse al 

producirse su exclusión anticipadamente. 

 

Cuestión en relación con la cual cabe señalar que, tal y como argumenta el 

órgano de contratación, la oferta del reclamante no fue totalmente valorada por la Mesa 

de Contratación en ejercicio de la función que le atribuye el artículo 51.1 de la LFCP, lo 

que no obsta para el reconocimiento de su debida legitimación para impugnar el acuerdo 

por el que se le excluye y se adjudica el contrato, en los términos que este Tribunal ha 

venido reconociendo reiteradamente, por todos, en su Acuerdo 66/2023, de 8 de 

septiembre. 

 

Argumenta el recurrente, a continuación, que la justificación de la viabilidad de 

su oferta dio pie a la emisión de dos informes, realizándose en el informe emitido por la 

Oficina de Presupuestos y Estudios del Ayuntamiento de Pamplona algunas 

afirmaciones que, a su entender, no motivan la exclusión de la oferta, sino todo lo 

contrario, transcribiendo a continuación alguna de ellas. 

 

Transcripción que se realiza de forma parcial y sesgada, siendo así que, de la 

lectura del informe resulta evidente que este tiene por no justificada la viabilidad de la 

oferta, concluyendo que “las carencias detectadas en las sustituciones de personal y en 
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la cuantificación de los mantenimientos (especialmente de expendedores) hacen 

inadmisible la oferta en tanto en cuanto o se resentirá la prestación del servicio (no 

alcanzando los estándares del pliego), o se producirán costes adicionales que 

conllevarían la prestación del mismo a un precio inferior a su coste”, conclusión que el 

reclamante conoce, pues cuestiona a continuación. 

 

Alega el reclamante que la conclusión del informe municipal alude a cuestiones 

de índole técnica relacionadas con la calidad de la prestación, que ya fueron objeto de 

valoración en aplicación de los criterios de adjudicación sujetos a juicios de valor, o, 

bien, son apreciaciones subjetivas acerca de cómo un empresario debe asumir sus 

costes. 

 

Consideración que, una vez más, parte de una interpretación interesada de la 

conclusión de tal informe, siendo así que este analiza la justificación económica 

presentada, no reiterando una valoración técnica de la oferta en el sentido denunciado. 

 

En relación al contenido de dicho informe que cabe señalar que, como este 

Tribunal sostuvo en su Acuerdo 49/2023, de 22 de junio, entre otros, se revela “como 

fundamental la motivación del informe técnico evaluador de la justificación aportada 

por el licitador, por cuanto en caso contrario la decisión administrativa podría 

considerarse arbitraria; pues, como señala la Resolución 643/2020 de 21 de mayo, del 

Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, “las valoraciones de los 

informes técnicos están amparada por la discrecionalidad administrativa siempre y 

cuando se advierta una correcta y debida motivación de los mismos, pues ante una 

escasa o insuficiente justificación aquélla se transforma en pura y simple arbitrariedad, 

y ahí reside la función de este Tribunal, con la recta finalidad de enjuiciar si dichos 

informes se encauzan debidamente, y si satisfacen las exigencias de motivación 

previstas en el artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas.” 

 

Pues bien, se aprecia en el citado informe la debida motivación exigida por el 

artículo 100.3 de la LFCP para proceder a la exclusión de la oferta, ya que hace 
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referencia específica a los costes de personal y medios materiales, que considera la 

clave objeto de estudio “tanto por su relevancia porcentual en el coste, como por ser 

donde se producen los principales ahorros”, y explica los motivos por los que la 

justificación presentada en estos conceptos de gasto no se considera admisible. 

 

Tal y como alega el reclamante, la exclusión de una oferta anormalmente baja ha 

de dotarse de una motivación reforzada, habiéndolo reconocido así este Tribunal en su 

Acuerdo 32/2025, de 9 de abril, al señalar que resulta “necesario un plus de motivación 

que desvirtúe la justificación aportada en relación con la viabilidad de la oferta, lo que, 

entendemos demanda examinar de modo crítico cada una de las justificaciones 

realizadas en base a la documentación aportada en este concreto trámite. Exigencia de 

motivación reforzada que como expone el Órgano Administrativo de Recursos 

Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi en su Resolución 153/2021, de 

28 de septiembre, se fundamenta “en que se trata de eliminar una oferta que, 

inicialmente, tiene un contenido que la hace especialmente atractiva, lo que es una 

excepción legal al principio de la oferta económicamente más ventajosa y a la función 

misma del procedimiento de adjudicación, cuyo objeto es precisamente promover la 

competencia entre los licitadores para que propongan las mejores condiciones y los 

precios más bajos posibles. Esa excepcionalidad es la que pide una explicación cuyo 

alcance deberá ser tan amplio como grave es la decisión de no aceptar una proposición 

ventajosa a la vista de su contenido”. 

 

El informe técnico emitido cumple, como se ha dicho, el estándar de motivación 

exigible, habiéndose completado, además, con otro informe emitido por el Área de 

Seguridad y Protección Civil del Ayuntamiento de Pamplona, referido específicamente 

al coste de mantenimiento de los expendedores, habiéndose trasladado ambos informes 

a la UTE, sirviendo su fundamentación de base para la extensa y prolija reclamación 

especial interpuesta. 

 

Aduce el recurrente, asimismo, que el apartado 18 del pliego y el artículo 104 de 

la LFCP establecen el principio de riesgo y ventura, no realizándose si quiera una 

aproximación de a cuánto ascenderían las eventuales pérdidas a las que se hace 
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referencia en el informe, a fin de discernir si las mismas podrían llegar a determinar el 

incumplimiento de la oferta. 

 

Pues bien, tal y como este Tribunal señaló en su Acuerdo 85/2025, de 17 de 

octubre, “la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de noviembre de 2001, señala que 

“A este respecto el riesgo y ventura del contratista ofrecen en el lenguaje jurídico y 

gramatical la configuración de la expresión riesgo como contingencia o proximidad de 

un daño y ventura como palabra que expresa que una cosa se expone a la contingencia 

de que suceda un mal o un bien, de todo lo cual se infiere que es principio general en la 

contratación administrativa, que el contratista, que en este caso no ha formulado el 

contrato con la Administración municipal, asume el riesgo derivado de las 

contingencias que se definen en la Ley de Contratos del Estado y se basan en la 

consideración de que la obligación del contratista es una obligación de resultados, 

contrapuesta a la configuración de la obligación de actividad o medial y por tanto, los 

riesgos derivados de la contratación, perfeccionada por la empresa recurrente, habrán 

de recaer directamente sobre ella, quedando libre el Ayuntamiento de otras 

consecuencias o perjuicios que pudieran deducirse, atendidas las circunstancias y 

contingencias sobrevenidas en la operación, en detrimento o perjuicio del propio 

contratista.” 

 

Sin embargo, como bien indica el órgano de contratación, la aplicación de 

dicho principio general no puede conllevar la admisión de una oferta anormalmente 

baja cuya viabilidad no ha sido justificada, tal y como señala la Resolución 1033/2021, 

de 2 de septiembre, del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, al 

disponer que “Este principio de riesgo y ventura, fundamental en la ejecución de los 

contratos públicos, se traduce en la obligación del contratista de asumir las posibles 

pérdidas (o beneficios) que se deriven de la ejecución del contrato por circunstancias 

sobrevenidas, sin que pueda trasladar las mismas a la Administración o exigir de esta 

una indemnización o compensación, garantizándose en todo caso la prestación del 

servicio. 
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Ahora bien, asiste la razón al órgano de contratación cuando señala, en su 

informe, que el principio de riesgo y ventura abarca los riesgos derivados de las 

contingencias que puedan sobrevenir en la ejecución del contrato, pero no puede servir 

para justificar que un contrato, desde su inicio, presente una situación de déficit o sea 

inviable económicamente.” 

 

Resulta significativo, a este respecto, la ubicación sistemática del citado 

artículo 104 en el capítulo VI del Título I de la LFCP, dedicado a la “Ejecución de los 

contratos”, mientras que el artículo 98, referido a las ofertas anormalmente bajas, se 

incluye en la Sección 7ª “De la adjudicación” del capítulo V de dicho Título, regulador 

de las “Reglas de publicidad y procedimientos de adjudicación”, lo que demuestra que 

estamos ante cuestiones distintas, y que, como se ha señalado, la aplicación del citado 

principio de riesgo y ventura no exime a los licitadores de justificar la viabilidad de sus 

ofertas económicas.” 

 

Además, tal y como dispone el Acuerdo 49/2023, de 22 de junio, antes citado, 

con el trámite de justificación de la oferta anormalmente baja se trata de “proveer de 

argumentos que permitan al órgano de contratación llegar a la convicción de que se 

puede llevar a cabo, dada la viabilidad y seriedad de la misma”, así como que “La 

información justificativa, tal como está diseñado el procedimiento contradictorio de 

verificación de la oferta anormalmente baja va dirigida a convencer a la Mesa de 

Contratación de que con la oferta formulada, anormalmente más baja en comparación 

con las demás del mismo procedimiento competitivo, y con la justificación de su 

desglose, se pueden cumplir las prestaciones objeto del contrato, de manera que si la 

justificación es insuficiente o motivadamente no garantiza adecuadamente la ejecución 

del contrato, atendiendo a la inicial presunción y para preservar el interés público de 

la licitación la oferta ha de ser rechazada”. 

 

El procedimiento, por lo tanto, no requiere que el órgano de contratación realice 

una estimación de las eventuales pérdidas en que incurrirá el licitador en caso de 

resultar adjudicatario del contrato, como entiende y argumenta el recurrente. 

 



 30 

Alega el recurrente que, conforme a la Resolución 203/2026, de 5 de febrero, del 

Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, los gastos de absentismo 

son una cuestión ajena a las condiciones de los trabajadores, por lo que un eventual 

incumplimiento de los gastos considerados en tal concepto nunca podría constituir un 

incumplimiento de la normativa laboral o del convenio colectivo aplicable, siendo un 

coste incierto cuyo resultado no será conocido hasta la fase de ejecución del contrato. 

 

Cuestión en relación con la cual cabe señalar, en primer lugar, que, más allá de 

su catalogación como un coste de personal o como un coste estructural, cuestión a la 

que se refiere la Resolución del TACRC traída a colación, los costes de absentismo 

deben preverse por el órgano de contratación al realizar el cálculo del precio de 

licitación del contrato, así como por los licitadores al formular sus ofertas, si bien en 

ambos casos constituyen una estimación, ya que su importe cierto no se conocerá hasta 

la ejecución del contrato, como afirma el recurrente. Así lo entendió este, que consignó 

un coste de absentismo del 2% de los costes laborales (páginas 21 y 22 de la 

justificación de su oferta). 

 

No quiere decirse, con ello, que el incumplimiento de la previsión realizada a 

este respecto por el órgano de contratación deba conllevar la exclusión automática de la 

oferta en los términos previstos en el artículo 98.4 de la LFCP, conforme al cual “En 

todo caso, se rechazarán las ofertas si se comprueba que son anormalmente bajas 

porque vulneran la normativa sobre subcontratación o no cumplen las obligaciones 

aplicables en materia medioambiental, social o laboral, nacional o internacional, 

incluyendo el incumplimiento de los convenios colectivos sectoriales vigentes, en 

aplicación de lo establecido en la presente ley foral”. No es esto, sin embargo, lo que ha 

sucedido en el presente caso, por lo que la alegación formulada al respecto carece de 

razón alguna. 

 

Alega el recurrente, a continuación, que el pliego del contrato prevé la 

obligación de subrogar a un número de personal superior al requerido para la prestación 

del servicio, así como que ofertó un número de trabajadores superior al mínimo exigido, 

pudiendo utilizarse la diferencia para cubrir el absentismo de otros trabajadores. 
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Cuestión para cuyo examen procede señalar que la cláusula 4.3 del pliego de 

prescripciones técnicas del contrato establece que “la empresa adjudicataria estará 

obligada a disponer durante toda la vigencia del contrato los medios humanos y 

materiales necesarios para realizar los trabajos objeto del contrato”, previendo su 

cláusula 9 que el adjudicatario tiene la obligación de subrogar a todo el personal de la 

actual adjudicataria, así como que, dado que las necesidades del servicio requieren de 

menos personal del que debe ser objeto de subrogación, “El exceso de personal respecto 

al personal subrogado se empleará en refuerzos de los servicios, cobertura de bajas 

por IT o cubrir los incrementos de servicio que recoge el pliego”. Previsión, esta última, 

a la que se refiere el reclamante a fin de justificar su coste de absentismo. 

 

Pues bien, tal y como señala el órgano de contratación, en el informe que analizó 

la viabilidad de la oferta económica del recurrente, se señala que “La justificación de la 

previsión de gastos de personal detalla para cada trabajador previsto sus salarios y 

cotizaciones a la seguridad social previstos en cada ejercicio de los incluidos en la 

prestación del servicio, proviniendo el ahorro tanto de las tasas de reposición (pasando 

a lo largo del contrato de 171,36 a 155,11 personas equivalentes), como (sobre todo) 

de los porcentajes de sustitución, ya que una vez calculado el coste del personal a 

subrogar con contrato indefinido, únicamente se añaden el equivalente a 2 personas 

para la cobertura de vacaciones y otras ausencias previstas en convenio, y otro 2% 

adicional para la cobertura del previsible absentismo”, así como que “La 

cuantificación del personal es suficiente para dar cumplimiento (nominalmente) a la 

obligación de subrogación del personal, pero escatima sustituciones, lo cual en 

definitiva supondrá una limitación de los medios personales disponibles en cada 

momento. En la cuantificación incluida en pliego, ese personal para sustituciones 

estaba contemplado en dos puntos: Por un lado, en la cuantificación del personal a 

subrogar (parte del cual realizaba sustituciones), y por otro con un 2% adicional de 

absentismo, para mayor aseguramiento de dichas sustituciones. Sin embargo, la oferta, 

al eliminar todo el personal con contratos de estos tipos (402, 410 y 510), y mantener 

únicamente ese mismo 2% de absentismo, queda manifiestamente insuficiente para 
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hacer frente a las necesarias sustituciones para el mantenimiento de los estándares de 

servicio” (el subrayado es nuestro). 

 

Razón por la que entiende insuficiente el 2% consignado como coste de 

absentismo para cubrir las sustituciones del personal, viniendo el adjudicatario obligado 

a ello conforme a lo dispuesto en la misma cláusula 9 del pliego técnico, que dispone 

que deberá tener “en cuenta absentismo y cubrir vacaciones y otros permisos”. Criterio 

técnico que está revestido de una presunción de acierto y veracidad, como resultado de 

la discrecionalidad administrativa reconocida a la Administración en esta materia, que 

no resulta desvirtuado por el reclamante, a quien corresponde la carga de la prueba, tal y 

como señalamos en el Acuerdo 97/2023, de 22 de diciembre, conforme al cual este tiene 

“atribuida la carga de proveer a la Mesa de contratación de elementos de juicio 

suficientes en orden a determinar si dicha oferta, considerada en su conjunto, puede 

ser, efectivamente, cumplida en los términos en que ha sido formulada.” 

 

Alega este, por último, que, aun cuando se produjera un incremento de los costes 

de absentismo a los niveles señalados en el informe técnico, ello supondría pasar de 

unos costes por tal concepto de 537.789,83 euros a 1.613.369,49 euros, incurriendo en 

unas hipotéticas pérdidas máximas posibles que, en ningún caso, harían inviable la 

ejecución del contrato, cuyos ingresos totales ascienden a 35.320.000 euros durante toda 

su vigencia. 

 

Cuestión en relación con la cual ha de insistirse en que el trámite previsto en el 

artículo 98 de la LFCP tiene como finalidad permitir a los licitadores justificar la 

viabilidad de su oferta, de tal forma que deberán rechazarse las ofertas cuando los 

documentos aportados no justifiquen satisfactoriamente el precio o los costes 

propuestos, conforme al apartado 3 de dicho artículo, no estando dicho trámite 

concebido para calcular las eventuales pérdidas económicas que pudieran derivarse de 

la ejecución del contrato o para determinar si las mismas devienen inviable dicha 

ejecución. 
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Alega también el recurrente que en el informe de análisis de viabilidad se viene 

a afirmar que no se consideran suficientemente justificados con documentos los costes 

de mantenimiento de los elementos ligados a la prestación del servicio, pero, salvo el 

ejemplo del mantenimiento de los expendedores, no se especifica a qué otros costes de 

mantenimiento se hace referencia, por lo que se ve obligado a realizar una revisión de 

los más importantes, aludiendo, a continuación, a los costes de mantenimiento de la 

señalización vertical y horizontal, de los vehículos adscritos a la ejecución del contrato, 

entre ellos, de los vehículos grúa, de las aplicaciones informáticas y varios, de las 

baterías de los expendedores, y de los propios expendedores o parquímetros. 

 

A este respecto, el citado informe técnico municipal señala que “Tanto los 

mantenimientos como los alquileres presentan suficiente desglose como para 

comprobar que se han tenido en cuenta todos los elementos detallados en el estudio de 

costes del contrato realizada para establecer el precio de licitación basando sus 

previsiones en “consumos medios observados en contratos similares gestionados por 

EYSA, integrante de la UTE, adaptados a las características específicas del servicio”. 

 

Sin embargo, no hay una justificación documental (vg. Contrato con empresa de 

mantenimiento), que garantice que se van a llevar a cabo las labores de mantenimiento 

que permitan asegurar tanto el correcto funcionamiento del servicio, como el estado de 

los elementos ligados al servicio al finalizar el presente contrato, entendiéndose que sí 

debería garantizarse el estado de los elementos necesarios para la continuidad del 

servicio. Sin esa justificación documental resulta difícilmente asumible que por ejemplo 

el mantenimiento de un expendedor suponga un coste de 60 euros/año, cuanto la 

cuantificación prevista en el pliego es 5 veces mayor (308,70 euros/año). 

 

A mayor abundamiento, se ha consultado a los servicios técnicos, que 

consideran que, dado el estado y situación de los medios en la vía pública, y la 

experiencia de años anteriores, los importes previstos de mantenimiento se pueden 

ratificar, e incluso considerar como mínimos.” 
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Se advierte, por lo tanto, que, si bien el informe se refiere a la ausencia de 

justificación documental del coste de las labores de mantenimiento, lo hace de forma 

genérica, como argumenta el recurrente, concretando únicamente tal cuestión en el coste 

de mantenimiento de los expendedores. Siendo este, además, el único al que se refiere el 

órgano de contratación en su escrito de alegaciones, por lo que consideramos que los 

restantes costes de mantenimiento no han sido cuestionados o, al menos, no de forma 

que permita su impugnación. Consecuentemente con ello, el análisis de la reclamación 

se limitará a la justificación del coste de mantenimiento de los expendedores o 

parquímetros. 

 

No obstante lo anterior, señala el recurrente que la diferencia entre el coste total 

de mantenimiento anual considerado por el órgano de contratación (529.156,54 euros) y 

el de su oferta (218.580 euros) es de 310.576,54 euros, habiendo previsto en la misma 

una partida de gastos generales, beneficio industrial e imprevistos de 714.136,19 euros. 

 

Cuestión en relación con la cual ha de señalarse, en primer lugar, que los gastos 

generales y el beneficio industrial constituyen partidas de coste distintas a las del 

mantenimiento, estando consignadas en el Anexo 5 “Estimación del coste total del 

servicio” del pliego técnico del contrato, por lo que no cabe utilizar su importe para 

suplir la justificación de otra partida de gasto. 

 

Así, aun cuando la Resolución 32/2022, de 21 de enero, del Tribunal 

Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía, dispone que “No 

cabe, por tanto, al menos como principio, extender ese análisis de viabilidad de la 

oferta a aquellas partidas de la misma que quedan al arbitrio de la empresa licitadora, 

como ocurre con los gastos generales o el beneficio industrial, quien las puede incluir 

en el porcentaje que estime pertinente, sin que los pliegos, ni las reglas de contratación 

establezcan fórmulas o porcentajes para la determinación o inclusión de tales partidas 

económicas (v.g. Resoluciones de este Tribunal, entre otras, 28/2016, 11 de febrero, 

294/2016, de 18 de noviembre, 328/2016, de 22 de diciembre y 26/2017, de 3 de 

febrero, así como el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, entre 

otras, en su Resolución 1157/2015, de 18 de diciembre)”, concluyendo que “En 
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definitiva, la entidad licitadora puede incluir como beneficio industrial el porcentaje 

que estime pertinente, siempre y cuando justifique que la ejecución de su oferta es 

viable para llevar a cabo una correcta ejecución del contrato”, lo cierto es que, como 

decimos, cada una de estas partidas de gasto es independiente, debiéndose justificar la 

consignada como gastos de mantenimiento. 

 

Además, aun cuando dicha partida incluye también el concepto de 

“imprevistos”, cabe señalar que el importe consignado por la recurrente para los cuatro 

años de duración total del contrato asciende a 714.136,19, mientras que la diferencia 

que esta reconoce respecto a los costes de mantenimiento es de 310.576,54 euros 

anuales, siendo, por ello, muy superior a aquella. 

 

Centrándonos, ahora sí, en la cuestión del coste del mantenimiento de los 

parquímetros, cabe recordar que el Anexo 5 antes citado establece un coste anual por 

mantenimiento de los expendedores de 138.915 euros (308,7 euros x 450 unidades), 

mientras que en la justificación económica de la oferta se prevé un coste por tal 

concepto de 27.000 euros (60 euros x 450 unidades). 

 

Señala el recurrente que incluyó en su oferta la actualización íntegra de 525 

expendedores, es decir, 25 expendedores más de los requeridos por el pliego, por lo que 

las piezas del sistema de actualización de estos expendedores “sobrantes” podrían 

utilizarse para reducir los costes de mantenimiento correctivo. 

 

Obvia el recurrente, sin embargo, que la cláusula 4.3 del pliego técnico del 

contrato establece las labores en que consiste el mantenimiento de los parquímetros, que 

no se limitan a la sustitución de piezas del sistema de actualización, siendo estas las 

siguientes: “• Reposición periódica de los tiques tras ser recibido el aviso previo 

mediante el sistema centralizado de control de parquímetros. • Limpieza permanente de 

los parquímetros, especialmente de los rótulos con información y de las ranuras de 

introducción de monedas, tarjetas, sobres y de expedición de tickets. • Sustitución 

inmediata de las piezas averiadas por otras de repuesto. Se deberá disponer de stock 

suficiente para la atención de las averías. El tiempo máximo que puede quedar fuera de 
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servicio un parquímetro por avería no será superior a 2 horas. • Programación para 

que, en caso de agotamiento de tiques, el aparato quede fuera de servicio 

automáticamente y se cierre la entrada de monedas e inhabiliten los posibles sistemas 

utilizados como medios de pago.” 

 

La misma cláusula, tras señalar la existencia actual de 900 parquímetros y la 

obligación de mantener 450 de ellos, además de dotar a otros 50 del sistema actualizado 

en previsión de utilizarlos como reserva, señala que “Para hipotéticas ampliaciones o 

sustitución de los parquímetros de calle, el adjudicatario mantendrá almacenados los 

parquímetros retirados”, razón por la que tales parquímetros, estén o no dotados del 

sistema actualizado, no pueden constituir un stock de libre disposición por parte del 

contratista, tal y como argumenta el órgano de contratación. 

 

Respecto al año de garantía ofertado y su impacto en la reducción del coste de 

mantenimiento de los expendedores, cabe señalar que, como también alega el órgano de 

contratación, dicha garantía se circunscribe al kit de actualización y no a los restantes 

costes de mantenimiento que detalla el pliego técnico, siendo así que el informe relativo 

a tales costes que consta en el expediente señala que “Para la valoración de la partida 

de mantenimiento de expendedores en cuestión se han tenido en cuenta todos los 

elementos que lo componen; el tótem, sistema de energía, sistema de recaudación, 

módulo de pago (lector de tarjetas y monedero), sistema de impresión de tickets, y 

cualquier elemento accesorio necesario. Así mismo, para la valoración de dicho 

capítulo se han tenido en cuenta todos los condicionantes que puedan suponer un coste 

como, reparaciones, renovaciones, sustituciones por vandalismos, reparaciones, 

renovaciones, así como las actuaciones necesarias para mantener los equipos en un 

estado visual correcto y adecuado”. 

 

Alega el reclamante, asimismo, que incluyó en su oferta el coste de suscripción 

anual de un seguro que cubre los daños causados a los expendedores por actos 

vandálicos y accidentes. Sin embargo, no se ha acreditado las condiciones de 

suscripción de dicho seguro ni sus coberturas, pues en la página 24 de la justificación de 

la oferta únicamente se señala “Seguro expendedores”, sin que pueda valorarse su 
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impacto real en el ahorro de los costes de mantenimiento y, con ello, en la viabilidad de 

la oferta. 

 

Argumenta, a continuación, que conforme al convenio colectivo de DORNIER, 

S.A., el mantenimiento de los expendedores constituye una labor atribuida al personal 

con categoría de inspector, por lo que el coste de mano de obra ya está contemplado. 

Cuestión en relación con la cual no cabe sino señalar que el coste que el órgano de 

contratación considera específicamente no justificado es el relativo al mantenimiento de 

los expendedores, que no incluye al personal de mantenimiento, cuyo coste, conforme a 

la cláusula 9 del pliego técnico, está integrado en los costes de personal. 

 

Tampoco cabe estimar la justificación de la reducción del coste con el 

argumento de que el incremento del uso de la aplicación de pago por móvil conllevará 

un menor uso de los parquímetros y, con ello, un menor desgaste y menores costes de 

mantenimiento. Ello, por cuanto dicho menor uso ya ha sido previsto por el órgano de 

contratación, siendo así que el pliego técnico prevé pasar de 900 parquímetros actuales a 

450, por lo que el coste de mantenimiento de 308,7 euros por parquímetro ya ha 

considerado tal contingencia. Además, tal y como argumenta el órgano de contratación, 

la retirada de la mitad de los parquímetros hace prever un mayor uso de los que se 

mantienen y, con ello, un mayor desgaste y un incremento de su coste de 

mantenimiento, al contrario de lo sostenido por el recurrente. 

 

Alega el recurrente, por último, que la experiencia de los técnicos municipales se 

limita a la actual prestadora del servicio, DORNIER, S.A., que ha podido realizar un 

sobredimensionamiento del coste de mantenimiento, por lo que el coste de 

mantenimiento de cada expendedor Flowbird es muy inferior a los 308,7 euros, 

ascendiendo a 27,38 euros, según el documento 10 que adjunta, siendo este un 

certificado suscrito por el Gerente de la UTE MSM MOVILIDAD LOTE 3 y de la UTE 

MSM MOVILIDAD LOTE 4. 

 

Pues bien, lo primero que ha de señalarse en relación con dicho certificado es 

que el mismo no se aportó en el trámite de justificación de la oferta, habiendo sostenido 
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este Tribunal en su Acuerdo 5/2024, de 1 de febrero, que la reclamación especial no es 

la vía para suplir la insuficiente justificación de su oferta, al señalar que “debemos 

advertir que la reclamante no hizo ninguna manifestación en la justificación de su 

oferta económica a este respecto, sin que a tales efectos resulte admisible hacerlo en el 

escrito de interposición de la reclamación, donde respecto al beneficio industrial 

incluye unos cuadros comparativos de la oferta y su coste, pues como señalamos en 

nuestro Acuerdo 52/2022, de 3 de junio, la reclamación no puede constituir la vía para 

suplir una insuficiente justificación de la oferta”. 

 

En análogos términos, la Resolución 145/2026, de 26 de marzo, del Tribunal 

Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid, señala que 

“Respecto a la justificación de los motivos 1, 2 y 3 hemos de traer a colación la 

doctrina de este Tribunal, plasmada entre otras en la Resolución 125/2025, de 12 de 

marzo, en el sentido que la justificación de la viabilidad de la oferta debe efectuarse en 

su momento procesal oportuno y no en vía recurso; ello es aplicable al caso que nos 

ocupa ya que los argumentos esgrimidos por la recurrente en los motivos mencionados 

no se reflejaron con anterioridad en la documentación aportada en su justificación de 

la oferta anormalmente baja, concretamente no se aportaron las tablas de viabilidad 

por acción (150/300/450 h) y ocupación (12–20 alumnos) con los beneficios y 

márgenes basados en meras hipótesis futuribles”. 

 

Pero es que, además, consta en el expediente de contratación un informe técnico 

referido específicamente a la justificación del coste de mantenimiento de los 

expendedores, informe que, conforme a lo expuesto anteriormente, está dotado de 

presunción de acierto y veracidad, y que señala lo siguiente: “El abajo firmante, 

teniendo en cuenta los datos recogidos durante los años anteriores, y de acuerdo a la 

experiencia del servicio del propio Ayuntamiento de Pamplona, así como las 

estimaciones realizadas en otras licitaciones similares, estima que el porcentaje 

adecuado de coste de mantenimiento para este tipo de elementos debe situarse en un 

rango comprendido entre el 5% y el 10% anual sobre su valor de reposición. 
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Por ello, y de acuerdo a lo anterior, teniendo en cuenta como se ha comentado 

anteriormente, la experiencia de este Ayuntamiento, y las recomendaciones de los 

fabricantes, se considera una vida útil al equipo en su conjunto, de entre 10 y 20 años. 

No obstante, y considerando que dentro de las obligaciones de los ofertantes se 

incluye la renovación del kit de electrónica y que el contrato se extiende a lo largo de 

cinco años, la partida correspondiente a este elemento del expendedor se verá 

lógicamente reducida al ser elementos nuevos. Por ello se ha establecido el rango 

inferior de coste del 5% sobre el valor medio de reposición del expendedor que se ha 

fijado en 6.174€. 

Por todo ello los costes estimados que se van a producir durante la ejecución 

del servicio serán los que a continuación se indican, pudiendo haber pequeñas 

variaciones anuales, pero no en su conjunto, ya que una reducción importante 

injustificada de esta partida únicamente puede implicar un progresivo deterioro de los 

elementos que la componen, y por lo tanto un incremento en paradas de servicio. 

Coste medio reposición 6.174,00 € 

Mantenimiento 5%        308,70 €”. 

 

Con la finalidad de rebatir dicho criterio técnico, aporta el recurrente, como se 

ha dicho, un certificado emitido por el gerente de dos UTE que, según se señala, son las 

actuales adjudicatarias de los lotes 3 y 4 del contrato del servicio de estacionamiento 

regulado de la ciudad de Madrid, UTE en las que participa la entidad recurrente, aun 

cuando el certificado no advierte de ello, ni el recurrente lo hace constar en su recurso. 

Razón por la que no cabe atribuir a dicho certificado el valor probatorio pretendido en 

orden a determinar el coste real de mantenimiento de los expendedores, pues no 

constituye sino una declaración que se realiza por quien es parte interesada en el 

recurso, y no una justificación documental del coste ofertado. 

 

Para concluir cabe señalar que, conforme al Acuerdo 49/2023, de 22 de junio, 

“es también doctrina de este Tribunal, que la exhaustividad de la justificación aportada 

por el licitador habrá de ser tanto mayor cuanto mayor sea la baja en que haya 

incurrido la oferta, por relación con el resto de ofertas presentadas. Y del mismo modo, 

a menor porcentaje de baja, menor grado de exhaustividad en la justificación que se 
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ofrezca”, siendo así que en el presente caso la oferta del recurrente incurre en un 

22,01% de baja, siendo de entidad suficiente para requerir una justificación exhaustiva, 

que no ha sido aportada. 

 

Por lo tanto, a la vista de todo lo expuesto la reclamante no ha justificado la 

oferta anormalmente baja formulada, no apreciándose arbitrariedad o error material 

alguno en la valoración realizada por la Mesa de Contratación. 

 

En consecuencia, previa deliberación, por unanimidad y al amparo de lo 

establecido en el artículo 127 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos 

Públicos, el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra, 

 

 

ACUERDA: 

 

1º. Desestimar la reclamación especial en materia de contratación pública 

interpuesta por ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS, S.A.U. frente al Acuerdo de la 

Junta de Gobierno del Ayuntamiento de Pamplona, de 11 de mayo de 2026, por el que 

se le excluye de la licitación y se adjudica a DORNIER, S.A. el “Contrato del servicio 

de estacionamiento regulado en la vía pública de Pamplona incluyendo el servicio de 

retirada de vehículos de la vía pública”. 

 

2º. Notificar este acuerdo a ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS, S.A.U., al 

Ayuntamiento de Pamplona, así como al resto de interesados que figuren en el 

expediente a los efectos oportunos, y acordar su publicación en la página del Tribunal 

Administrativo de Contratos Públicos de Navarra. 

 

3º. Significar a los interesados que, frente a este Acuerdo, que es firme en la vía 

administrativa, puede interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en el plazo de 

dos meses contados a partir de su notificación. 
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Pamplona, a 24 de julio de 2026. EL PRESIDENTE, Javier Moreno Zudaire. EL 

VOCAL, Eduardo Jiménez Izu. LA VOCAL, María García Unciti 
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